
Número Identificador  

RES2021 ___________ 
 

 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

PANEL IX 
 

 
 
Iris V. Rivera Torres 

 
Recurrida 

 

                 vs. 
 

Roberto Guerríos 
Rivera 
          

Peticionario 
 

 

 
 

 
 
 

KLCE202101431 
 

 

 
CERTIORARI 

procedente del 
Tribunal de Primera 
Instancia, Sala de 

Bayamón 
 

Sobre:   Ruptura 
Irreparable 
 

Civil Núm.:  
D DI2015-0444 

 

Panel integrado por su presidente, el Juez Rivera Colón, la Jueza 
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Rivera Colón, Juez Ponente 

 
 

RESOLUCIÓN 

 En San Juan, Puerto Rico, a 7 de diciembre de 2021.  

Comparece el señor Roberto Guerrios Rivera (Sr. Guerrios 

Rivera o peticionario) mediante recurso discrecional de certiorari.  

Solicita que revoquemos la Orden emitida el 26 de octubre de 2021 

y notificada el 28 de igual mes y año, por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Bayamón (TPI).  Mediante el referido dictamen, 

el TPI ordenó a las partes a reunirse en 15 días a los fines de 

intercambiar la prueba que tuvieran ante sí para establecer la 

deuda, si alguna, que el Sr. Guerrios Rivera pudiera tener vigente 

en concepto de pensión alimentaria.  Por otra parte, se le ordenó al 

peticionario que firmara el permiso para la renovación del 

pasaporte de los menores procreados por las partes.1  

De conformidad con lo dispuesto en la Regla 7(B)(5) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 

7(B)(5), este Tribunal puede prescindir de términos no 

 
1 Acompañó al recurso una “Declaración en Apoyo de Solicitud para Litigar como 
Indigente (In Forma Pauperis)”.  Luego de examinar la solicitud, mediante 

Resolución emitida y notificada el 6 de diciembre de 2021, autorizamos al Sr. 

Guerrios Rivera a litigar “in forma pauperis” y le eximimos de presentar el 

correspondiente arancel de presentación. 
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jurisdiccionales y escritos, con el propósito de lograr su más justo 

y eficiente despacho.  En consideración a lo anterior, procedemos a 

disponer del presente recurso sin requerir ulterior trámite.  

-I- 

 Nos limitaremos a esbozar solo los hechos relevantes a la 

controversia ante nuestra consideración.   

Según surge de la Resolución final dictada el 20 de abril de 

2021 por un panel de este Tribunal en el recurso KLCE202100074 

(a la que hace alusión el peticionario en su escrito), para el 2015 se 

le fijó una pensión alimentaria para dos menores procreados con la 

señora Iris Rivera Torres (Sra. Rivera Torres o recurrida).  Así las 

cosas, para junio de 2020, la Sra. Rivera Torres presentó una 

“Moción Anunciando Representación Legal y Cumplimiento de 

Orden”, en la que expuso que se debían mantener los registros de 

ASUME, ya que el peticionario había incumplido reiteradamente 

con los pagos de la pensión alimentaria.  A pesar de que reconoció 

que la deuda informada por la agencia no reflejaba los pagos 

abonados por el peticionario, reiteró la necesidad de que la agencia 

asegurara el cumplimiento de las obligaciones del Sr. Guerrios 

Rivera.  Ante ello, solicitó que se ordenara al peticionario que 

satisficiera la deuda pendiente y mantuviera abierta cuenta en 

ASUME.   

El 9 de julio de 2020, el TPI emitió Orden mediante la cual 

determinó que procedía que la cuenta de ASUME permaneciera 

abierta y ordenó a la agencia a que realizara una auditoría de la 

deuda.  Además, requirió al peticionario que efectuara los pagos 

adeudados de la pensión alimentaria.   

En desacuerdo con esa determinación, el 20 de enero de 

2021, el Sr. Guerrios Rivera compareció ante este Tribunal de 

Apelaciones mediante recurso de certiorari (KLCE202100074).  
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Examinado el recurso, este Tribunal intermedio determinó no 

intervenir en el asunto y denegó el auto.  

Luego, el 6 de octubre de 2021, la Sra. Rivera Torres 

presentó una “Moción Solicitando Orden y Vista Urgente de 

Desacato”. Sostuvo que, a esa fecha, el peticionario había 

incumplido con su obligación de satisfacer el pago de pensión 

correspondiente para septiembre y octubre de 2021.  Expuso que 

el alegado incumplimiento afectaría el pago del colegio al que 

asistían los menores, ya que el mismo iba dirigido principalmente a 

sufragar dichos gastos.  Agregó que, a pesar de haber intentado 

contactarlo, tanto por vía telefónica como por mensajes de texto 

para requerirle el pago de la deuda, las gestiones resultaron 

infructuosas.  

El 10 de octubre de 2021, el Sr. Guerrios Rivera instó una 

“Moción Urgente en Oposición a Desacato”.  Adujo que, contrario a 

lo alegado por la recurrida, a ese momento estaba al día en los 

pagos de la pensión alimentaria en ASUME.  Ante ello, sostuvo que 

no procedía una vista de desacato.  Además, expuso que el caso se 

encontraba bajo la jurisdicción de la agencia y que no volvería a 

realizar un pago de pensión directamente a la recurrida, sino a 

través de la cuenta de ASUME.  Se desprende de la moción que el 

1 de octubre de 2021, éste sometió una solicitud ante la agencia 

para que acreditara a su cuenta $1,320.00 correspondientes al 

pago de la pensión alimentaria.  Surge, además, que el referido 

pago aún no se había reflejado en la cuenta de ASUME y se 

encontraba pendiente ante la agencia.     

Por su parte, el 25 de octubre de 2021, la Sra. Rivera Torres 

presentó una “Réplica a Oposición de Desacato y Solicitud de 

Orden”.  Expuso que, aunque el Sr. Guerrios Rivera señaló haber 

realizado pagos por $1,320.00, en concepto de pensión 

alimentaria, éste no proveyó evidencia concreta referente a las 
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cantidades ni las fechas que reflejaran dicho pago.  Ante ello, 

solicitó al TPI que le ordenara al peticionario el pago de lo 

adeudado, so pena de desacato.  A su vez, indicó que interesaba 

renovar los pasaportes de ambos menores, los cuales utiliza como 

su método de identificación principal, ya que estaban próximos a 

vencer. Así, solicitó que se le autorizara exclusivamente a ella a 

llevar a cabo las gestiones de renovación a favor de sus hijos.  Ello, 

ante su alegación de que el peticionario no se ha preocupado por 

los menores y no ha ejercido relaciones paternofiliales.  

Atendida la “Réplica a Oposición de Desacato y Solicitud de 

Orden”, el 25 de octubre de 2021 y notificada el 26 de igual mes y 

año, el TPI emitió la Resolución recurrida, en la cual dictaminó lo 

siguiente: 

Enterado.  Se ordena a las partes reunirse en el término 
de quince (15) días para intercambiar la prueba que 
tengan para establecer la deuda, si alguna, que el 
demandado pueda tener vigente.  De resultar que éste 
tiene un balance, deberá pagarlo de inmediato, o se le 
citará por desacato.  Como parte del proceso las partes 
deberán preparar una reconciliación de la cuenta.  Por 
otra parte en dicha reunión, el demandado deberá 
firmar el permiso para la renovación del pasaporte.   

 

Inconforme con la determinación, el 29 de noviembre de 

2021, el Sr. Guerrios Rivera compareció ante este Tribunal de 

Apelaciones mediante petición de certiorari y le imputó al TPI la 

comisión de los siguientes errores:  

Erró el Juez Juan Carlos Negrón Rodríguez al emitir una 
orden sin jurisdicción para que las partes se reúnan a 
conciliar la cuenta para interferir con las órdenes 
emitidas por ASUME, la Parte Recurrida tiene que 
agotar los remedios administrativos y de estar 
insatisfecha debió presentar reconsideración 
oportunamente ante la agencia y no ante el TPI, según 
conforme lo dispone el debido proceso de ley, recogido 
en el Art. 11A de la ley orgánica de ASUME. 
 
Erró el Juez juan Carlos Negrón Rodríguez al emitir una 
orden para que el Peticionario firme la renovación del 
pasaporte de los menores, cuando el Peticionario 
NUNCA firmó y/o autorizó a que los menores sacaran el 
pasaporte y tampoco existe autorización previa del TPI 
para obtener los pasaportes de los menores, lo cual 
sería un delito si se obtuvieron de manera ilegal y sin la 
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autorización del TPI para sacar el pasaporte, lo que 
impide su renovación.          

 

El 6 de diciembre de 2021, el peticionario presentó una 

“Moción Urgente en Auxilio de Jurisdicción”. Examinada la misma, 

ese día, emitimos Resolución y la declaramos No Ha Lugar.  

-II- 

-A- 

El auto de certiorari constituye un vehículo procesal 

discrecional que permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar 

las determinaciones de un tribunal inferior.  Mun. de Caguas v. 

JRO Construction, 201 DPR 703, 711 (2019); IG Builders et al. v. 

BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 (2012); García v. Padró, 165 DPR 

324, 334-335 (2005).  Si bien el auto de certiorari es un vehículo 

procesal extraordinario de carácter discrecional, al atender el 

recurso no debemos “hacer abstracción del resto del derecho”.  

Mun. de Caguas v. JRO Construction, supra.  Así, a los fines de 

ejercer sabiamente nuestra facultad discrecional en la 

consideración de los asuntos planteados mediante dicho recurso, 

la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA 

Ap. XXII-B, imparte que esta segunda instancia judicial tomará en 

consideración los siguientes criterios al determinar si procede o no 

la expedición de un auto de certiorari:   

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema. 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso 
y manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta 
el caso es la más propicia para su consideración. 
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(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del litigio. 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia. 

 

-B- 

Los tribunales de primera instancia poseen gran flexibilidad 

y discreción para lidiar con el manejo diario y la tramitación de los 

asuntos judiciales.  In re Collazo I, 159 DPR 141 (2003).  Así, se les 

ha reconocido a los jueces el poder y la autoridad suficiente para 

conducir los asuntos ante su consideración de la forma y manera 

que su buen juicio les indique. Íd.    

En ese sentido, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

establecido que, como norma general, el Tribunal de Apelaciones 

no intervendrá en el manejo del caso ante la consideración del foro 

primario. Rivera y otros v. Bco Popular, 152 DPR 140, 155 (2000).  

Este foro de segunda instancia solo intervendrá en el ejercicio de la 

discreción del Tribunal de Primera Instancia en aquellas 

situaciones en que se demuestre que este último: (1) actuó con 

prejuicio o parcialidad, (2) incurrió en un craso abuso de 

discreción o (3) se equivocó en interpretar o aplicar cualquier 

norma procesal o de derecho sustantivo.  Íd.   

Cónsono con lo anterior, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

ha reiterado que “las decisiones discrecionales que toma el 

Tribunal de Primera Instancia no serán revocadas a menos que se 

demuestre que ese foro abusó de su discreción”.  SLG Zapata-

Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 434 (2013).  A esos efectos, 

el máximo foro judicial pronunció que “los foros apelativos no 

deben pretender administrar ni manejar el trámite regular de los 

casos ante el foro primario”.  Íd. 

Por último, el Tribunal Supremo ha expresado, en repetidas 

ocasiones, que la discreción es el instrumento más poderoso que 
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tienen los jueces en su misión de hacer justicia.  Lugo v. Municipio 

de Bayamón, 111 DPR 679, 680 (1981).  En el ámbito del 

desempeño judicial, la discreción “no significa poder para actuar 

en una forma u otra, haciendo abstracción del resto del Derecho, 

[sino] una forma de razonabilidad aplicada al discernimiento 

judicial para llegar a una conclusión Justiciera”. Bco. Popular de 

P.R. v. Mun. de Aguadilla, 144 DPR 651, 658 (1997).   

Siguiendo esta normativa, resulta imperativo entender el 

alcance de nuestra función revisora como foro apelativo al 

intervenir, precisamente, con la discreción judicial. Este Tribunal 

no intervendrá con el ejercicio de la discreción del Tribunal de 

Primera Instancia, salvo en aquellos casos en los que exista un 

grave error que revele una actuación prejuiciada y 

parcializada, o en los que esté presente una equivocación en la 

interpretación o aplicación de cualquier norma procesal o de 

derecho sustantivo.  Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, 

745 (1986).   

-C- 

En nuestro ordenamiento jurídico, los casos relacionados 

con los alimentos de menores están revestidos de un alto interés 

público.  Argüello v. Argüello, 155 DPR 62 (2001).  En estos casos 

el interés no puede ser otro que el bienestar del menor. Toro 

Sotomayor v. Colón Cruz, 176 DPR 528 (2009). Más aún, el 

Tribunal Supremo ha reconocido que el derecho a reclamar 

alimentos constituye parte del derecho a la vida protegido por la 

Constitución de Puerto Rico. Véanse: Art. II, Sec. 7, Const. ELA, 

LPRA, Tomo 1; Figueroa Robledo v. Rivera Rosa, 149 DPR 565 

(1999); Rodríguez Avilés v. Rodríguez Beruff, 117 DPR 616, 621 

(1986). 

También se ha señalado que esta obligación surge de la 

relación paternofilial que se origina cuando la paternidad o 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=L&pubNum=1015876&cite=PRCNARTIIS7&originatingDoc=I2a8691946cfe11e0a8a2938374af9660&refType=LQ&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1999242681&pubNum=2995&originatingDoc=I2a8691946cfe11e0a8a2938374af9660&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1999242681&pubNum=2995&originatingDoc=I2a8691946cfe11e0a8a2938374af9660&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1999242681&pubNum=2995&originatingDoc=I2a8691946cfe11e0a8a2938374af9660&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1986022774&pubNum=2995&originatingDoc=I2a8691946cfe11e0a8a2938374af9660&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_621&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_621
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1986022774&pubNum=2995&originatingDoc=I2a8691946cfe11e0a8a2938374af9660&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_621&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_621
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1986022774&pubNum=2995&originatingDoc=I2a8691946cfe11e0a8a2938374af9660&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_621&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_621
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maternidad quedan establecidas legalmente. Martínez v. Rodríguez, 

160 DPR 145 (2003). Es un deber que “existe por un derecho 

natural a percibir alimentos que simplemente ha sido formalizado 

por el legislador convirtiéndola en derecho positivo y vigente y, por 

otro lado, creando en el ánimo del obligado el deber de 

proporcionarlos independientemente de su voluntad de cumplir”. 

P.F. Silva-Ruiz, Alimentos para Menores en Puerto Rico: las Guías 

Mandatorias, Basadas en Criterios Numéricos, para la 

Determinación y Modificación de Pensiones Alimenticias para 

Menores de Edad, 52 (Núm. 2) Rev. Col. Abog. P.R. 112 (1991), 

citando a A.E. Pérez Duarte y Noroña, La Obligación Alimentaria: 

Deber Jurídico, Deber Moral, México D.F., Ed. Porrúa, 1989, pág. 

10.  A tales efectos, el mismo alto foro ha afirmado que la 

obligación de alimentar no solo es un deber moral, sino que, 

además, se trata de un deber jurídico que, en nuestra jurisdicción, 

ha sido consagrado en varios de los artículos de nuestro Código 

Civil. Martínez v. Rodríguez, 160 DPR 145 (2003).  

Tratándose de un derecho de tan alto interés público, el 

Estado, como parte de su política pública, ha legislado 

ampliamente para velar por su cumplimiento. Martínez v. 

Rodríguez, supra. La Ley Núm. 5 de 30 de diciembre de 1986, 

según enmendada, conocida como Ley Orgánica de la 

Administración para el Sustento de Menores reformuló la política 

pública del Estado al crear un procedimiento judicial expedito que 

brinda protección al mejor interés y bienestar del menor mediante 

trámites rápidos y eficientes de fijación, modificación y cobro de 

pensiones alimenticias. R. Ortega-Vélez, Compendio de Derecho de 

Familia, San Juan, Pubs. JTS, 2000, T. II, Pág. 567. A pesar de 

que el estatuto ha sufrido varias enmiendas a través de los años, 

se ha conservado en todo momento la política pública de proveer 

para que “los padres o las personas legalmente obligadas asuman 
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la responsabilidad que tienen para con sus hijos”. Martínez v. 

Rodríguez, supra, pág. 153. Exposición de Motivos de la Ley Núm. 

5 de 30 de diciembre de 1986, Leyes de Puerto Rico, pág. 750. 

-III- 

El Sr. Guerrios Rivera sostiene que el TPI incidió al ordenar a 

las partes a reunirse para establecer la deuda, si alguna, que éste 

pudiera tener vigente en concepto de pensión alimentaria, en cuyo 

caso, tendría que pagarla, so pena de desacato.  Aduce que el 

referido dictamen fue emitido sin poseer jurisdicción para ello, 

pues entiende que aún no se han agotado todos los remedios 

administrativos ante ASUME.  Por otro lado, plantea que el foro 

primario incurrió en error al ordenarle a firmar el permiso para la 

renovación de los pasaportes de los menores procreados entre las 

partes.  

Luego de analizar los planteamientos esbozados por el Sr. 

Guerrios Rivera, no hemos detectado criterio alguno de los 

establecidos en la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, supra, que amerite nuestra intervención con el 

dictamen recurrido.  El peticionario tampoco ha logrado demostrar 

que el TPI emitiera el dictamen recurrido sin poseer jurisdicción 

para ello.   

Por el contrario, consideramos que ante el alto interés 

público que reviste el derecho de alimentos, el foro primario, en el 

ejercicio de su sana discreción, emitió una orden para corroborar 

que los menores estuvieran recibiendo el sustento correspondiente 

de su progenitor.  De igual forma, el requerimiento por parte del 

Tribunal dirigido al peticionario para que firmara el permiso de 

renovación de los pasaportes, se realizó velando por el mejor 

interés de los menores, debido a que éste representa ser su método 

principal de identificación.  
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En definitiva, no nos encontramos ante un caso que exista 

un grave error que revele actuación prejuiciada o parcializada por 

parte del foro primario, ni que el juzgador se haya apartado de 

aplicar debidamente la norma jurídica.  Ante ello, procede 

abstenernos de intervenir con la orden recurrida, la cual dispone 

adecuadamente de los asuntos.   

-IV- 

Por los fundamentos expuestos, denegamos el recurso de 

certiorari solicitado por el señor Roberto Guerrios Rivera. Regla 40 

del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 

40.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

                                                Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  
                                        Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 
 

 
 


